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Sr. S. de Vega, Presidente  
 

La Sección Primera del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 19 de 
octubre de 2023, ha examinado 
el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como conse-
cuencia de la reclamación presen-
tada por el Ayuntamiento de 
xxx1, y a la vista del mismo y tal 
como corresponde a sus compe-
tencias, emite, por unanimidad, 
el siguiente 

Sr. Ramos Antón, Consejero  
Sra. Ares González, Consejera  
Sr. Herrera Campo, Consejero y 
ponente  
 
Sr. Píriz Urueña, Secretario 
 
 
 
  
 
 
 

DICTAMEN 403/2023 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El 19 de septiembre de 2023 tuvo entrada en este Consejo Consultivo 
la solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por el 
Ayuntamiento de xxx1, debido a los daños y perjuicios derivados del reintegro 
de una subvención concedida por el Servicio Público de Empleo de Castilla y 
León. 

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite el 21 de septiembre de 

2023, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 403/2023, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del 
Reglamento de Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de 
Castilla y León, aprobado por Resolución de 5 de febrero de 2014 de la Mesa 
de las Cortes de Castilla y León. Turnado por el Sr. Presidente del Consejo, 
correspondió su ponencia al Consejero Sr. Herrera Campo. 

 
Primero.- El 15 de marzo de 2023 el Ayuntamiento de xxx1 presenta 

una reclamación de responsabilidad patrimonial frente al Servicio Público de 
Empleo de Castilla y León (ECyL) por los daños y perjuicios ocasionados por 
la resolución de 15 de marzo de 2022, que desestima el recurso de reposición 
interpuesto contra la resolución de 12 de abril de 2021 del propio ECyL, por 
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la que se cancelaba una subvención previamente concedida al Ayuntamiento 
y se le exigía el reintegro de 20.000 euros, más 343,15 euros de intereses. 

 
El Ayuntamiento considera que la resolución de 15 de marzo de 2022 

le ha producido un daño que cuantifica en 10.549,66 euros, cantidad que, a 
falta de mayor concreción, coincidiría con la parte de fondos propios con los 
que contrató a tiempo parcial a dos trabajadores preseleccionados por la 
Oficina de Empleo de xxx2, y cuyos requisitos de contratación por ello no 
verificó. Para fundamentar su pretensión alega la doctrina mantenida por 
este Consejo Consultivo sobre vulneración de la confianza legítima, que se 
recoge entre otros en el Dictamen 423/2021. 

 
Segundo.- El 24 de agosto de 2020 el ECyL, al amparo de la Orden 

EMP/262/2017, de 31 de marzo, por la que se establecen las bases reguladoras 
de las subvenciones de empleo dirigidas a municipios de menos de 5.000 
habitantes y con más de cinco desempleados, resuelve conceder al 
Ayuntamiento de xxx1 una subvención de 20.000 euros, para la contratación 
de dos trabajadores a jornada completa, que comportaba la obligación de 
contratar a su vez con fondos propios un desempleado por cada dos 
trabajadores subvencionados, con los mismos requisitos que las contrataciones 
subvencionadas. 

 
Tercero.- A tales efectos, el Ayuntamiento presenta varias ofertas de 

empleo a la Oficina de Empleo de xxx2. Y más tarde, entre los desempleados 
preseleccionados por ésta, contrata a dos de ellos a tiempo completo (que 
son los contratos subvencionados por el ECyL con 20.000 euros) y, además, 
contrata con cargo a fondos propios a otros dos desempleados a tiempo 
parcial del 50 %, que después por diferentes motivos tuvo que sustituir por 
otros dos trabajadores, también a tiempo parcial, que igualmente habían 
sido preseleccionados por la Oficina de Empleo. 

 
Finalizada la obra objeto de la subvención, y vista la documentación 

justificativa presentada por el Ayuntamiento, el ECyL considera que éste no 
había cumplido los requisitos exigidos en la convocatoria de la subvención 
para las contrataciones con fondos propios, por lo que inicia el procedimiento 
de reintegro.  

 
Cuarto.- Por resolución de 12 de abril de 2021 se exige el reintegro 

de los 20.000 euros, más los intereses legales, por incumplimiento de las 
bases 4ª y 7ª de la citada Orden EMP/262/2017 y del resuelvo 4º y 6º de la 
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resolución de 4 de mayo de 2020 del Presidente del ECyL, por la que se 
convocaron las subvenciones en ese ejercicio.  

 
Quinto.- Contra aquella resolución el Ayuntamiento interpuso recurso 

de reposición, que se desestima por resolución de 15 de marzo de 2022 con 
base en los siguientes argumentos: 

 
“En el caso objeto de este recurso la entidad contrató con fondos 

propios, en lugar de un trabajador a jornada completa, a dos trabajadores a 
jornada parcial, siendo este el incumplimiento principal de la condición de 
contratar a un trabajador con fondos propios de la entidad (base 4ª.3 de la 
Orden y resuelvo 7º.2.2 de la convocatoria) (…). Este incumplimiento se 
habría evitado si la entidad recurrente hubiera solicitado la modificación de la 
subvención para contratar a trabajadores a tiempo parcial al amparo de la 
base 17ª de la orden reguladora de la subvención. 

 
»A mayor abundamiento los trabajadores contratados a tiempo 

parcial con fondos propios, que habían sido preseleccionados y enviados por 
la Oficina de Empleo de xxx2, no cumplían los requisitos requeridos para las 
contrataciones subvencionadas (base 7ª de la Orden y resuelvo 6º de la 
convocatoria), como se indica en (…) la Resolución de 12 de abril de 2021 (del 
ECyL), aunque al no ser este el incumplimiento principal las alegaciones (del 
Ayuntamiento) no desvirtúan la causa principal del incumplimiento (…). 

 
»De las conclusiones anteriores se deriva que el Ayuntamiento 

de xxx1 ha incurrido en uno de los incumplimientos, contemplados en la 
base 20ª de la Orden EMP/262/2017, de 31 de marzo, reguladora de la 
subvención, (…), que da lugar a la pérdida total de la subvención (…)”. 

 
Sexto.- Por resolución de 18 de abril de 2023 se admite a trámite la 

reclamación de responsabilidad patrimonial.  
 
Obra en el expediente informe preceptivo del Servicio de Fomento del 

Empleo en el Ámbito Local de 5 de junio de 2023, en el que se expone la 
normativa reguladora de la subvención, y reitera que el principal fundamento 
de la cancelación de la subvención fue el incumplimiento de la base 4ª y 7ª 
de la orden y el resuelvo 6ª de la convocatoria. Además, informa que la 
resolución de 15 de marzo de 2022 fue notificada al Ayuntamiento el 18 de 
marzo de 2022, sin que conste que la misma haya sido recurrida en vía 
contencioso-administrativa, por lo que habría quedado firme. 
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Séptimo.- Concedido trámite de audiencia, el Ayuntamiento no 
presenta alegaciones. 

 
Octavo.- El 11 de julio de 2023 se formula propuesta de resolución 

desestimatoria de la reclamación, declarando la no existencia de responsabilidad 
patrimonial. 

 
Noveno.- El 18 de julio de 2023 la Asesoría Jurídica del ECyL informa 

favorablemente la propuesta de resolución. 
 
 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i), 1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Primera emitir el 
dictamen según lo establecido en el apartado tercero, 1.g), del Acuerdo de 6 
de marzo de 2014 del Pleno del Consejo, por el que se determina la 
composición y competencias de las Secciones. 
 

2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en la 
Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas (LPAC), con las especialidades que se recogen 
en relación con los procedimientos de responsabilidad patrimonial. 

 
No obstante, debe señalarse que en el expediente remitido a este 

Consejo no obra el recurso de reposición presentado por el Ayuntamiento, 
que deberá incorporarse al expediente. 

 
3ª.- La reclamación se ha interpuesto por persona legitimada, de 

acuerdo con el artículo 4 de la LPAC. La competencia para resolver la 
reclamación corresponde al titular de la Gerencia del ECyL, en virtud de lo 
establecido en el artículo 2 del Decreto 18/2004, de 22 de enero, por el que 
se desconcentran competencias de la Presidencia del Servicio Público de 
Empleo de Castilla y León. 
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4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 

en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados 
por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en 
los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. 

 
La referencia constitucional a la ley debe entenderse hecha a los 

artículos 32 y siguientes de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público (LRJSP), a la que se remite, de forma genérica, el 
artículo 81 de la Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de la Administración 
de la Comunidad de Castilla y León. 

 
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, la doctrina del 

Consejo de Estado, así como la de este Consejo Consultivo, la responsabilidad 
patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia de los siguientes 
requisitos: a) daño efectivo, evaluable económicamente e individualizado en 
relación con una persona o grupo de personas; b) antijuridicidad del daño, 
en el sentido de que la persona que lo sufre no tenga el deber jurídico de 
soportarlo, de acuerdo con la ley; c) imputabilidad a la Administración de la 
actividad dañosa, es decir, la integración del agente en el marco de la 
organización administrativa a la que pertenece o la titularidad pública del 
servicio o la actividad en cuyo ámbito se produce el daño; d) relación de 
causalidad entre la actividad administrativa y el resultado dañoso, esto es, 
que el daño sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un 
servicio público; e) ausencia de fuerza mayor. Asimismo, se exige que la 
reclamación se presente antes de que transcurra un año desde el momento 
en que se produjo el hecho causante. 

 
5ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre la existencia de 

responsabilidad patrimonial de la Administración, en concreto del ECyL, que 
desestimó el recurso de reposición interpuesto por el Ayuntamiento frente a 
la resolución por la que se declararon incumplidas las condiciones de la 
subvención concedida y adelantada, y se obligó al reintegro de la misma. 

 
Conforme a lo establecido en la base 4ª.3 de la Orden EMP/262/2017, 

de 31 de marzo, reguladora de las subvenciones de empleo a las que se 
refiere este expediente, “En el caso de los municipios de menos de 5.000 
habitantes con más de 5 desempleados, deberán contratar a un desempleado 
con fondos propios, por cada dos trabajadores cuya contratación se 
subvenciona con cargo a esta línea de subvenciones. Dicha contratación 
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deberá reunir los mismos requisitos que las contrataciones subvencionadas 
(...)″. 

 
Por su parte, el resuelvo 7º.2.2 de la resolución de 4 de mayo de 

2020, por la que se convocan las subvenciones en el ejercicio 2020, al fijar 
los criterios para la determinación de los gastos subvencionables y la cuantía 
de la subvención, concreta la obligación de contratación con medios propios, 
estableciendo que “1.- Los criterios para determinar la cuantía de la 
subvención se realizarán conforme a la base sexta de la Orden EMP/262/2017, 
de 31 de marzo. (...) En los municipios de menos de 1.000 habitantes se 
podrá subvencionar hasta un máximo de 4 contrataciones a jornada parcial, 
pudiendo concederse dentro de los siguientes intervalos: 2 contratos a 
jornada completa: compromiso de contratación con fondos propios de la 
entidad beneficiaria de 1 desempleado a jornada completa con los mismos 
requisitos que las contrataciones subvencionadas con cargo a esta línea de 
subvenciones (...)″. 

 
Entre los requisitos que deben cumplir las contrataciones, se establece 

en la base 7ª de la Orden EMP/262/2017 y en el resuelvo 6º de la resolución 
de convocatoria que “solo en municipios con población inferior a 1.000 
habitantes se podrán concertar los contratos a jornada parcial, siempre y 
cuando la jornada de trabajo pactada sea igual o superior al 50% de la 
jornada ordinaria. En este caso, se contratará a los trabajadores de los 
colectivos prioritarios que no perciban prestación de desempleo o subsidio, ni 
renta garantizada de ciudadanía o ayudas económicas al empleo".  

 
La base 17ª de la Orden EMP/262/2017 prevé que, una vez notificada 

la resolución de concesión de subvención, podrá autorizarse su modificación 
siempre que el beneficiario lo solicite antes del inicio de las contrataciones y 
no dañe derechos de tercero, cuando sobrevengan circunstancias 
excepcionales e imprevistas que lo aconsejen en los siguientes aspectos y 
condiciones: - Modificación del número de trabajadores, ante la imposibilidad 
de su cobertura o dificultad en su selección y contratación. - Modificación del 
porcentaje de jornada, siempre que el porcentaje resultante sea de, al 
menos, el 50 % de la ordinaria. Esta modificación sólo podrá ser solicitada 
por los municipios con población inferior a 1.000 habitantes. Estas 
modificaciones, en ningún caso, podrán suponer un incremento de la cuantía 
de la subvención concedida, ni alterarán la finalidad de la misma. 

 
Respecto a la naturaleza jurídica de las bases de convocatorias de las 

subvenciones, se ha reconocido por la jurisprudencia su carácter de “ley de 
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concurso” que vincula tanto al solicitante que, conociéndolas, se debe someter 
a ellas, como a la Administración. Así, entre otras, la sentencia 659/2017, de 
7 de diciembre, del Tribunal Superior de Justicia de Madrid señala: “La 
concesión de la ayuda normalmente se somete a un proceso de convocatoria 
pública, donde los solicitantes pueden instar la subvención, pero obviamente 
sometiéndose a las condiciones y requisitos establecidos en la convocatoria, 
que actúa como ‘ley del concurso’, de modo que obliga tanto a los que 
participen en el mismo sin formular objeción alguna o impugnen las bases, al 
igual que a la propia Administración convocante. Debe tenerse presente que 
las normas de la convocatoria deben aplicarse a todos los aspirantes a la 
subvención por igual, pues de otro modo se generarían indeseables agravios 
y se vería mermada la cantidad que reciben los que sí se han sometido y han 
cumplido escrupulosamente los requisitos, dado que la cantidad a repartir 
entre todos tiene un tope máximo presupuestado. 

 
»Por otro lado, debe tenerse presente que el establecimiento de 

la subvención se inscribe, en principio, dentro de la potestad discrecional de 
la Administración y así lo resalta la sentencia del Tribunal Supremo de 3 de 
marzo de 1993. Sin embargo, una vez que la subvención ha sido establecida 
y regulada normativamente, acaba la discrecionalidad administrativa y comienza 
la regla, porque su atribución concreta escapa del simple voluntarismo de la 
Administración, la cual debe atenerse a las bases y términos de la ayuda 
concedida. Ello supone que la convocatoria de una subvención, que la 
Administración efectúa mediante una disposición general, constituye una 
obligación que deben respetar no solo los aspirantes a la ayuda sino también 
la propia Administración mientras siga vigente la disposición constitutiva”. 

 
La resolución de 15 de marzo de 2022, desestimatoria del recurso de 

reposición, fundamenta claramente como causa principal de la cancelación de 
la subvención el incumplimiento por parte del Ayuntamiento del compromiso, 
adquirido en la concesión de la subvención, de contratar con fondos propios 
a una persona desempleada a jornada completa con los mismos requisitos 
exigidos para la contratación de los trabajadores cuyas contrataciones se 
subvencionaron, por cuanto en su lugar se contrataron dos trabajadores a 
tiempo parcial, sin además haber solicitado previamente la modificación 
prevista en la base 17ª de la Orden EMP/262/2017. 

 
Además, en aquella resolución se alega como otra motivación para la 

desestimación del recurso de reposición el hecho de que los dos trabajadores 
contratados como sustitutos de los dos contratados a tiempo parcial con 
fondos propios del Ayuntamiento, aunque preseleccionados por la Oficina de 
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Empleo, no cumplían, sin embargo, los requisitos establecidos para las 
contrataciones subvencionadas, por cuanto uno era perceptor del subsidio 
por desempleo para mayores de 52 años, y el otro perceptor de prestación 
por desempleo en el momento de sus contrataciones, tal y como se acredita 
de documentos incorporados al correspondiente expediente administrativo. 
 
 La reclamación patrimonial del Ayuntamiento deriva de la resolución 
desestimatoria del recurso de reposición, y considera que la contratación con 
fondos propios a la que se comprometió, que asegura fue de un trabajador a 
jornada completa o dos a media jornada, cumplió con la finalidad de la 
subvención, y que la obligación de reintegro de la subvención motivada por 
el incumplimiento de los requisitos de contratación de los trabajadores, 
preseleccionados por la oficina de empleo, sin posibilidad por ello de verificar 
sus condiciones, vulnera la confianza legítima del Ayuntamiento, para lo que 
alega la doctrina sobre esta materia mantenida por este Consejo. 
 

En este caso, la resolución desestimatoria del recurso de reposición, 
que debe considerarse firme y consentida, por no haber sido recurrida en vía 
jurisdiccional si el Ayuntamiento discrepaba con ella, fundamenta como 
causa principal de la cancelación de la subvención y obligación de reintegro 
el incumplimiento del compromiso asumido por el Ayuntamiento. Este se 
obligó, no como asegura en su reclamación a contratar un trabajador a 
jornada completa o dos a jornada parcial, sino a contratar con fondos 
propios a una persona desempleada a jornada completa con los mismos 
requisitos de los dos trabajadores subvencionados por el ECyL. Pero, como 
queda dicho, lo que hizo fue contratar a dos trabajadores a tiempo parcial. 
Por lo tanto, solo al Ayuntamiento puede imputarse el incumplimiento de las 
condiciones de la concesión y la consecuencia derivada de ello. 

 
Es cierto que la resolución del recurso de reposición hace referencia, 

como causa secundaria que daría lugar a la cancelación de la subvención, al 
incumplimiento de los requisitos de contratación por los trabajadores 
contratados a jornada parcial que habían sido preseleccionados por la Oficina 
de Empleo de xxx2. Y también lo es que ese hecho en otras ocasiones ha 
llevado a este Consejo a estimar las reclamaciones patrimoniales sobre la 
base de la citada doctrina de la confianza legítima. Pero esto ha sucedido en 
casos en los que la causa de cancelación de la subvención, total o parcial, 
fue esta preselección por las oficinas de empleo, y no como en el presente 
supuesto, en el que solo la causa principal del incumplimiento, plenamente 
imputable al Ayuntamiento, basta por sí misma para que sea procedente la 
cancelación de la subvención. 
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Todo lo anterior conduce a desestimar la reclamación formulada por el 

Ayuntamiento. 
 

 
III 

CONCLUSIONES 
 

En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 
informa: 

 
Procede dictar resolución desestimatoria en el procedimiento de 

responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
presentada por el Ayuntamiento de xxx1, debido a los daños y perjuicios 
derivados del reintegro de una subvención concedida por el Servicio Público 
de Empleo de Castilla y León. 

 
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 

 


